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ANEXO  3 

 

AMPARO MEXICANO. NO ES UN MECANISMO DE IMPUGNACIÓN DIRECTA 
RESPECTO DE POSIBLE OMISIÓN O INACTIVIDAD LEGISLATIVA EN EL 
DESARROLLO DE TRATADOS INTERNACIONALES.  

La posible ausencia de esa labor legislativa implicaría, en todo caso, precisamente una 
omisión del órgano legislador al no establecer medidas adecuadas para el debido 
cumplimiento de los compromisos de creación legislativa implícitamente asumidas en 
algunos tratados, pero es obvio que tal cuestión, aun en el supuesto de constituir alguna 
clase de incumplimiento (lo que aquí no se prejuzga, por cierto), resulta totalmente ajena a 
la materia aquí planteada, pues hoy por hoy, el amparo en México no constituye un 
mecanismo para impugnar directamente las posibles omisiones o inactividad legislativa por 
sí misma. 

 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO 
CIRCUITO. 

Amparo en revisión 136/2002. 13 de diciembre de 2002. Unanimidad de votos. Ponente: 
José Nieves Luna Castro. Secretaria: Raquel Mora Rodríguez. 
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LEYES, AMPARO CONTRA. ES IMPROCEDENTE AQUEL EN QUE SE 
IMPUGNA LA OMISIÓN DE LA LEGISLATURA ESTATAL DE APROBAR Y 
EXPEDIR CUOTAS Y TARIFAS APLICABLES AL IMPUESTO PREDIAL PARA 
EL EJERCICIO FISCAL DOS MIL DOS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 115, 
FRACCIÓN IV, CONSTITUCIONAL.  

Respecto de la omisión atribuida al Congreso del Estado de Nuevo León de dar 
cumplimiento al mandato constitucional de aprobar y expedir las cuotas y tarifas aplicables 
a impuestos, derechos, contribuciones de mejoras y las tablas de valores unitarios de suelo 
y construcciones que sirvan de base para el cobro de las contribuciones sobre la propiedad 
inmobiliaria, es improcedente el juicio de garantías, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 73, fracción XVIII, de la Ley de Amparo, en relación con lo establecido en los 
artículos 107, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 76 
de la citada legislación ordinaria, en virtud de que, según el principio de relatividad que 
rige en el juicio de amparo, la sentencia que en éste se dicte será siempre tal que sólo se 
ocupe de individuos particulares, limitándose a ampararlos y protegerlos en el caso especial 
sobre el que verse la queja, sin hacer una declaración general respecto de la ley o acto que 
la motivare, lo que impide que una hipotética concesión de la protección federal reporte 
algún beneficio al quejoso, dado que no puede obligarse a la autoridad legislativa a reparar 
esa omisión, es decir, a legislar, pues esto sería tanto como pretender dar efectos generales 
a la ejecutoria, ya que la reparación constitucional implicaría obligar al Congreso Local a 
emitir disposiciones generales, abstractas y permanentes en las que se contuvieran cuotas y 
tarifas, así como tablas de valores unitarios de suelo y construcciones, y que sirvan de base 
para el cobro del impuesto predial, lo cual vincularía no sólo al peticionario de garantías y a 
las autoridades señaladas como responsables, sino a todos los gobernados y autoridades 
cuya actuación tuviera relación con las normas emitidas, lo que resultaría apartado del 
principio de relatividad enunciado. Lo anterior, sin perjuicio de que el órgano de control 
constitucional atienda los conceptos de violación que combatan la constitucionalidad de las 
disposiciones reclamadas que contienen la mecánica del impuesto predial, precisamente por 
el indicado vicio. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 
CUARTO CIRCUITO. 

Amparo en revisión 85/2003. Inmobiliaria Residencial Campestre Hípico, S.A. de C.V. 20 
de junio de 2003. Unanimidad de votos. Ponente: José Elías Gallegos Benítez. Secretaria: 
Nelda Gabriela González García. 
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CONCEPTOS DE VIOLACIÓN Y AGRAVIOS EXPRESADOS EN EL AMPARO 
DIRECTO EN REVISIÓN. SON INOPERANTES CUANDO EN ELLOS SE 
IMPUGNA LA OMISIÓN DEL LEGISLADOR ORDINARIO DE EXPEDIR UNA 
LEY O DE ARMONIZAR UN ORDENAMIENTO A UNA REFORMA 
CONSTITUCIONAL.  

Cuando en la demanda de amparo directo o en los agravios expresados en la revisión 
interpuesta en dicho juicio constitucional, se impugna la omisión de una legislatura, ya sea 
local o federal, de expedir determinada codificación u ordenamiento, la imposibilidad 
jurídica de analizar tales cuestionamientos deriva de que conforme al principio de 
relatividad que rige en el juicio de amparo, establecido en los artículos 107, fracción II, 
constitucional, y 76 de la Ley de Amparo, la sentencia que en éste se dicte será siempre tal, 
que sólo se ocupe de individuos particulares, limitándose a ampararlos y protegerlos en el 
caso especial sobre el que verse la queja, sin hacer una declaración general respecto de la 
ley o acto que la motivare, lo que impide que una hipotética concesión de la protección 
federal reporte algún beneficio al quejoso, dado que no puede obligarse a la autoridad 
legislativa a reparar esa omisión, esto es, a legislar, porque esto sería tanto como pretender 
dar efectos generales a la ejecutoria, ya que la reparación constitucional implicaría la 
creación de una ley que, por definición, constituye una regla de carácter general, abstracta e 
impersonal, la que vincularía no sólo al recurrente y a las autoridades señaladas como 
responsables, sino a todos los gobernados y autoridades cuya actuación tuviera relación con 
la norma creada, apartándose del enunciado principio. 

Amparo directo en revisión 2632/98. Jorge Villalobos Torres. 24 de agosto de 1999. 
Unanimidad de diez votos. Ausente: José Vicente Aguinaco Alemán. Ponente: Sergio 
Salvador Aguirre Anguiano. Secretario: José Carlos Rodríguez Navarro. 
 
El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada el veintiocho de octubre en curso, aprobó, 
con el número LXXX/1999, la tesis aislada q 
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CONCEPTOS DE VIOLACIÓN Y AGRAVIOS EXPRESADOS EN EL AMPARO 
DIRECTO EN REVISIÓN. SON INOPERANTES CUANDO EN ELLOS SE 
IMPUGNA LA OMISIÓN DEL LEGISLADOR ORDINARIO DE EXPEDIR UNA 
LEY O DE ARMONIZAR UN ORDENAMIENTO A UNA REFORMA 
CONSTITUCIONAL.-  

Cuando en la demanda de amparo directo o en los agravios expresados en la revisión 
interpuesta en dicho juicio constitucional, se impugna la omisión de una legislatura, ya sea 
local o federal, de expedir determinada codificación u ordenamiento, la imposibilidad 
jurídica de analizar tales cuestionamientos deriva de que conforme al principio de 
relatividad que rige en el juicio de amparo, establecido en los artículos 107, fracción II, 
constitucional, y 76 de la Ley de Amparo, la sentencia que en éste se dicte será siempre tal, 
que sólo se ocupe de individuos particulares, limitándose a ampararlos y protegerlos en el 
caso especial sobre el que verse la queja, sin hacer una declaración general respecto de la 
ley o acto que la motivare, lo que impide que una hipotética concesión de la protección 
federal reporte algún beneficio al quejoso, dado que no puede obligarse a la autoridad 
legislativa a reparar esa omisión, esto es, a legislar, porque esto sería tanto como pretender 
dar efectos generales a la ejecutoria, ya que la reparación constitucional implicaría la 
creación de una ley que, por definición, constituye una regla de carácter general, abstracta e 
impersonal, la que vincularía no sólo al recurrente y a las autoridades señaladas como 
responsables, sino a todos los gobernados y autoridades cuya actuación tuviera relación con 
la norma creada, apartándose del enunciado principio. 

Amparo directo en revisión 2632/98.-Jorge Villalobos Torres.-24 de agosto de 1999.-
Unanimidad de diez votos.-Ausente: José Vicente Aguinaco Alemán.-Ponente: Sergio 
Salvador Aguirre Anguiano.-Secretario: José Carlos Rodríguez Navarro. 
 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo X, noviembre de 
1999, página 40, Pleno, tesis P. LXXX/99 
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LEYES, AMPARO CONTRA. ES IMPROCEDENTE AQUEL EN QUE SE 
IMPUGNA LA OMISIÓN DEL LEGISLADOR ORDINARIO DE EXPEDIR UNA 
LEY O DE ARMONIZAR UN ORDENAMIENTO LEGAL A UNA REFORMA 
CONSTITUCIONAL.-  

Respecto de la omisión del legislador ordinario de dar cumplimiento al mandato 
constitucional de expedir determinada ley o de reformar la existente en armonía con las 
disposiciones fundamentales, es improcedente el juicio de garantías, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 73, fracción XVIII, de la Ley de Amparo, en relación con lo 
establecido en los artículos 107, fracción II, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y 76 de la citada legislación ordinaria, en virtud de que, según el 
principio de relatividad que rige en el juicio de amparo, la sentencia que en éste se dicte 
será siempre tal, que sólo se ocupe de individuos particulares, limitándose a ampararlos y 
protegerlos en el caso especial sobre el que verse la queja, sin hacer una declaración general 
respecto de la ley o acto que la motivare, lo que impide que una hipotética concesión de la 
protección federal reporte algún beneficio al quejoso, dado que no puede obligarse a la 
autoridad legislativa a reparar esa omisión, es decir, a legislar, pues esto sería tanto como 
pretender dar efectos generales a la ejecutoria, ya que la reparación constitucional 
implicaría la creación de una ley que es una regla de carácter general, abstracta y 
permanente, la que vincularía no sólo al peticionario de garantías y a las autoridades 
señaladas como responsables, sino a todos los gobernados y autoridades cuya actuación 
tuviera relación con la norma creada, lo que es inconcuso resultaría apartado del principio 
de relatividad enunciado. 

Amparo en revisión 961/97.-Alberto Santos de Hoyos.-21 de octubre de 1997.-Once votos.-
Ponente: Juan Díaz Romero.-Secretario: Armando Cortés Galván. 
 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo VI, diciembre de 
1997, página 180, Pleno, tesis P. CLXVIII/97. 

 
 


